
 

REAL DECRETO /2022, POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS BASES 
REGULADORAS PARA LA CONCESIÓN DIRECTA DE SUBVENCIONES 
PARA LA REPOBLACIÓN DE LAS EXPLOTACIONES EN CASO DE 
VACIADO SANITARIO EN OVINO Y CAPRINO POR MEDIDAS DE 
EMERGENCIA ANTE VIRUELA OVINA Y CAPRINA. 
 
El artículo 23 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal, dispone que, 
una vez finalizadas las labores de vaciado y saneamiento de la explotación 
afectada, el órgano competente supervisará la realización de un rastreo, en caso 
de ser posible, previo a la repoblación de la explotación, con un número reducido 
de animales, cumpliendo las normas que se establezcan para cada enfermedad. 
Asimismo, determina que la repoblación se autorizará una vez comprobada la 
ausencia de riesgo de persistencia del agente patógeno. 
 
Dentro de este marco, es preciso tener en cuenta que la viruela ovina y caprina 
es una enfermedad vírica infecciosa que afecta a los ovinos y caprinos y que 
puede tener graves repercusiones en la población animal afectada y en la 
rentabilidad de la ganadería, al perturbar los desplazamientos de las partidas de 
esos animales y sus productos dentro de la Unión Europea y del territorio 
nacional, así como las exportaciones a terceros países 
 
La viruela ovina y caprina se define como enfermedad de categoría A en el 
Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1882 de la Comisión, de 3 de diciembre de 
2018, relativo a la aplicación de determinadas normas de prevención y control a 
categorías de enfermedades enumeradas en la lista y por el que se establece 
una lista de especies y grupos de especies que suponen un riesgo considerable 
para la propagación de dichas enfermedades de la lista. 
 
Así, el Reglamento Delegado 2020/687 de la Comisión de 17 de diciembre de 
2019, por el que se completa el Reglamento (UE) 2016/429 del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo referente a las normas relativas a la prevención y el 
control de determinadas enfermedades de la lista, establece las 
correspondientes disposiciones para el control de dicha enfermedad, de acuerdo 
con el Reglamento (UE) 2016/429 del Parlamento Europeo y del Consejo de 9 
de marzo de 2016 relativo a las enfermedades transmisibles de los animales y 
por el que se modifican o derogan algunos actos en materia de sanidad animal 
(«Legislación sobre sanidad animal»). 
 
De esta forma, la vigente normativa contempla, como medidas que puede 
adoptar la autoridad competente en caso de sospecha o confirmación de la 
enfermedad, el vaciado sanitario de la explotación ganadera. 
 
Sin perjuicio de las indemnizaciones previstas en nuestro ordenamiento jurídico 
para el sacrificio obligatorio de animales decidido por la autoridad competente, 
la reposición de animales en las explotaciones supone un coste adicional para el 
ganadero en función del precio de mercado concreto de los animales, por lo que 
resulta preciso establecer una línea de subvenciones estatal para compensar 
dicho coste adicional. 
 
 



 

Las subvenciones contempladas en la presente disposición se ajustan a lo 
dispuesto en el artículo 26 del Reglamento (UE) 2022/2472 de la Comisión, de 
14 de diciembre de 2022, por el que se declaran determinadas categorías de 
ayuda en los sectores agrícola y forestal y en zonas rurales compatibles con el 
mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. 
 
Este real decreto se dicta de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.c) de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en el 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. De conformidad con 
la distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas, 
se establece la gestión descentralizada de las subvenciones, correspondiendo a 
las comunidades autónomas su instrucción, resolución y pago. 
 
Existen razones de interés público, económico y social que justifican la 
adjudicación directa de subvenciones mediante su aprobación a través de este 
real decreto. Dicho interés cristaliza en la necesidad de facilitar el sostenimiento 
económico y financiero de la actividad de las explotaciones ganaderas 
afectadas, pues la vigente normativa de sanidad animal obliga al vaciado 
sanitario, es decir, al sacrificio obligatorio, de todos los animales, sin 
discriminación por edad, en una explotación afectada, de manera que todas 
deben tener derecho a la percepción de la subvención, para mantener su 
actividad productiva, y evitar abandonos de la misma, con el consiguiente alto 
riesgo, asimismo, de despoblamiento, y facilitando, por el contrario, la fijación de 
la población en el medio rural, y el mantenimiento de los puestos de trabajo 
correspondientes. 
 
El presente real decreto constituye normativa básica, sin que se oponga a ello el 
hecho de que la materia se regule por norma reglamentaria, pues, siguiendo la 
doctrina del Tribunal Constitucional, cuando se trate de medidas de carácter 
coyuntural, como es el caso presente, además, de índole evidentemente técnica, 
queda justificado el uso de norma infralegal. 
 
En la elaboración de este real decreto han sido consultadas las comunidades 
autónomas y las entidades más representativas de los sectores afectados. 
Asimismo, han emitido sus preceptivos informes la Abogacía del Estado y la 
Intervención Delegada en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. 
 
La tramitación de este real decreto se ajusta a los principios contemplados en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. Así, de acuerdo con los principios de 
necesidad y eficacia, se justifica esta norma en la necesidad de optimizar los 
recursos para el apoyo al sector ganadero de ovino y caprino, y en la necesidad 
de una aplicación coherente de la normativa de la Unión Europea en España, 
siendo el instrumento más adecuado para garantizar su consecución, al ser 
necesario que la regulación se contempla en una norma. Se cumple el principio 
de proporcionalidad y la regulación se limita al mínimo imprescindible para 
aplicar la normativa de la Unión Europea y nacional. El principio de seguridad 
jurídica se cumple al establecerse en una disposición general las nuevas 



 

previsiones. En aplicación del principio de eficiencia, se limitan las cargas 
administrativas a las imprescindibles para la consecución de los fines descritos, 
siempre dentro del marco de la Unión Europea. 
 
En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, con 
la aprobación previa de la Ministra de Hacienda y Función Pública, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día ….. de 2022, 
 
 

DISPONGO: 
 
Artículo 1. Objeto. 

 
1. El objeto de este real decreto es establecer las bases reguladoras para la 

concesión, directa de subvenciones destinadas a la repoblación de las 
explotaciones de ovino y caprino de aptitud láctea y aptitud cárnica, en caso de 
vaciado sanitario como consecuencia de sospecha o confirmación de viruela 
ovina y caprina 
 

2. De acuerdo con la normativa de la Unión Europea, una vez convocada la 
ayuda por las comunidades autónomas, podrán acogerse a la misma las 
explotaciones de ovino y caprino de aptitud láctea y aptitud cárnica que realicen 
la repoblación por vaciado sanitario desde la publicación de la convocatoria, y 
aquellas que lo llevaron a cabo dentro de los tres años anteriores. Las 
subvenciones deberán pagarse en el plazo que prevea la normativa aplicable de 
las comunidades autónomas, y que, en todo caso, no podrá ser superior a 4 años 
a partir de la fecha de la repoblación. 

 
3. Estas subvenciones se ajustan a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 

2022/2472 de la Comisión, de 14 de diciembre de 2022, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayuda en los sectores agrícola y forestal y en zonas 
rurales compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, publicado en el Diario 
Oficial de la Unión Europea núm. L/127, de 21 de diciembre de 2022, páginas 1 
a 81. 
 

Estas ayudas se regirán, además de por lo dispuesto en este real decreto, 
por lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones; 
en su Reglamento de desarrollo, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 
21 de julio; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas; y, en caso de que en la ejecución de 
las subvenciones se celebren contratos que deban someterse a tal ley, en la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 
 
Artículo 2. Definiciones. 

 
1. A los efectos de este real decreto, serán de aplicación las definiciones 

previstas en el artículo 3 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal, en 



 

el artículo 1 del Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1882 de la Comisión, de 3 
de diciembre de 2018, y en el artículo 2 del Reglamento (UE) 2022/2472 de la 
Comisión, de 14 de diciembre de 2022. 

  
2. Además se entenderá como: 
 
a) Vaciado sanitario: el sacrificio obligatorio de todos los animales de las 

especies ovina o caprina presentes en una explotación ganadera de ovino y 
caprino de aptitud láctea y aptitud cárnica, decretado por la autoridad 
competente, en caso de sospecha o confirmación en la misma de viruela ovina 
y caprina. 

 
b) Repoblación: la primera introducción de animales de las especies ovina o 

caprina en una explotación ganadera de aptitud láctea y aptitud cárnica, tras el 
vaciado sanitario de la misma y hasta la constitución del rebaño, que no podrá 
superar el plazo de doce meses desde la autorización de entrada de animales, 
siguiendo las instrucciones dictadas al efecto por la autoridad competente, y 
efectuada como máximo dentro de los tres años anteriores a la convocatoria de 
estas subvenciones por la comunidad autónoma. No obstante, bajo las 
condiciones que establezca la autoridad competente de la comunidad autónoma 
donde tenga lugar el vaciado sanitario, la repoblación se podrá efectuar en una 
explotación distinta de la que tuvo lugar este, siempre que, al menos, ambas 
explotaciones pertenezcan al mismo titular y estén ubicadas en la misma 
comunidad autónoma. 

 
Artículo 3. Beneficiarios. 

 
Podrán acogerse a las subvenciones previstas en la presente disposición los 

titulares de explotaciones ganaderas de ovino y caprino de aptitud láctea y 
aptitud cárnica en las que se haya procedido al vaciado sanitario, y que hayan 
efectuado la repoblación de la explotación, que cumplan, al menos, los siguientes 
requisitos: 

 
a) Comprometerse a mantener tanto la explotación como los animales objeto 

de la ayuda durante un periodo mínimo de tiempo de dos años, salvo en 
supuestos excepcionales determinados por la autoridad competente, o de fuerza 
mayor, incluido por motivos de sanidad animal. 

 
b) No haber procedido a la repoblación hasta transcurrido un periodo mínimo 

determinado por la comunidad autónoma, y a que los animales de repoblación 
hayan provenido de explotaciones calificadas sanitariamente 

 
c) No tener la explotación ganadera la consideración de empresas en crisis, 

o tenerla debido a las pérdidas o daños causados por la declaración de la 
enfermedad y el vaciado sanitario consiguiente.  

 
d) Estar al corriente de las obligaciones fiscales y con la Seguridad Social. 

 



 

e) Estar las explotaciones ganaderas inscritas en estado de alta en el registro 
de explotaciones ganaderas, así como disponer del correspondiente libro de 
registro debidamente actualizado. 

 
f) Cumplir los requisitos para la consideración de PYME de acuerdo con el 

anexo 1 del Reglamento (UE) 2022/2472 de la Comisión, de 14 de diciembre de 
2022. 

 
g) No estar sujetos a una orden de recuperación pendiente tras una decisión 

previa de la Comisión que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible con 
el mercado interior. 

 
h) Cumplir los requisitos previstos en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 

de noviembre. 
 
Artículo 4. Actividad subvencionable. 

 
1. Podrán ser objeto de financiación la compra o el arrendamiento con opción 

de compra, de animales de las especies ovina o caprina, para la repoblación de 
la explotación, por el número total de animales que hayan sido sacrificados 
obligatoriamente. 

 
2. Las subvenciones se concederán a las compras o arrendamientos con 

opción de compra, realizados con anterioridad a la presentación de la solicitud, 
y podrán concederse a compras o arrendamientos con opción de compra de 
ejecución plurianual siempre que se cumpla con lo establecido en el artículo 57 
del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
 
Artículo 5. Presentación de solicitudes. 

 
1. Las solicitudes para obtener la ayuda se dirigirán al órgano competente de 

la comunidad autónoma en la que radique la explotación que va ser, o ha sido, 
objeto de repoblación, a través del Registro General Electrónico, mediante 
cualquiera de los registros y medios electrónicos previstos en el artículo 16 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, incluido para las personas físicas, al concurrir en 
los solicitantes las condiciones previstas en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre. 

 
2. Deberán acompañarse, al menos, de la siguiente documentación: 
 
a) Declaración responsable de mantener tanto la explotación como los 

animales objeto de la ayuda durante un periodo mínimo de tiempo de dos años 
desde la fecha de su adquisición. 

 
b) Declaración responsable de que se ha cumplido el plazo de cuarentena 

dictado por la autoridad competente, y de que los animales destinados a la 
repoblación hayan venido de explotaciones calificadas sanitariamente. 

 



 

c) Declaración responsable de que la explotación ganadera no tiene la 
consideración de empresas en crisis, o de que ha adquirido tal condición debido 
a las pérdidas o daños causados por la declaración de la enfermedad y el 
vaciado sanitario consiguiente. 

 
d) Acreditación de estar al corriente de las obligaciones fiscales y con la 

Seguridad Social, mediante las certificaciones que se regulan en el artículo 22 
del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, en la 
forma que establezca la comunidad autónoma en la respectiva convocatoria.  

 
En particular, en el ámbito de las obligaciones tributarias, el órgano de la 

Administración Pública respectiva encargado de tramitar la concesión de ayudas 
podrá obtener la información de cada uno de los solicitantes por la vía del 
suministro de información contemplada en el artículo 95.1.k) de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, siempre y cuando el interesado lo 
autorice. En caso contrario, deberá aportar un certificado de estar al corriente en 
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias a estos efectos. En el caso de la 
acreditación de que el interesado está al corriente de sus obligaciones ante la 
Seguridad Social, siempre que no medie su oposición expresa, el órgano gestor 
accederá a esta información. No obstante, el solicitante podrá oponerse 
expresamente a esta consulta, marcando en este caso la casilla correspondiente 
de la mencionada solicitud, debiendo aportar en este caso la documentación 
acreditativa del cumplimiento de los requisitos indicados. 
 

e) Documentación justificativa de la condición de PYME de la explotación, 
que podrá consistir en una declaración responsable del órgano de dirección de 
la entidad solicitante. 

 
f) Original o copia simple de factura, contrato de compra o de arrendamiento 

con opción de compra de los animales, o contrato de idéntico efecto jurídico, y 
de su abono si se ha procedido ya al mismo. 

 
g) Declaración responsable de que solicitante no está sujeto a una orden de 

recuperación pendiente tras una decisión previa de la Comisión que haya 
declarado una ayuda ilegal e incompatible con el mercado interior. 
 

3. Las solicitudes se podrán presentar anualmente en los plazos establecidos 
por las comunidades autónomas en sus respectivas convocatorias, que no podrá 
exceder del 31 de julio. 

 
4. Si la solicitud no reuniere los requisitos establecidos, el órgano competente 

requerirá al interesado para que la subsane en el plazo máximo e improrrogable 
de diez días, indicándole que si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su 
solicitud, previa resolución. 

 
Artículo 6. Cuantía de las subvenciones. 

 
1. La cuantía máxima de la ayuda será la resultante de restar al coste total 

de adquisición o arrendamiento con opción de compra de los animales, las 



 

cuantías percibidas en concepto de indemnizaciones por el sacrificio obligatorio 
de los animales, y el del correspondiente seguro en caso de cubrir la póliza el 
mismo objeto y finalidad que el de las subvenciones reguladas en este real 
decreto. 

 
Una vez establecida la cuantía máxima de la ayuda, ésta se limitará al valor 

del 100 por ciento del mismo número de los animales introducidos en la 
explotación. A estos efectos, para determinar el valor de dichos animales podrá 
acudirse a los valores límites máximos sobre el valor unitario, en función del tipo 
de animal y edad en meses, que estén disponibles en bases de datos o 
publicaciones oficiales del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, o a 
los precios de subastas o facturas de compra. 

 
En todo caso, el importe máximo por explotación será de 500.000 euros. 
 
2. El Estado, a través del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, 

podrá subvencionar hasta el 50 por ciento, en función de las disponibilidades 
presupuestarias, del gasto previsto o realizado por las comunidades autónomas. 
 
Artículo 7. Procedimiento. 
 

1. Estas ayudas se concederán en régimen de concesión directa, de acuerdo 
con el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, de conformidad 
con los principios de publicidad, transparencia, objetividad, igualdad y no 
discriminación, así como con los principios de eficacia y eficiencia, establecidos 
en sus artículos 8 y 17, y de acuerdo con lo dispuesto por el Reglamento de dicha 
ley, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. Existen razones 
de interés público, económico y social y social que justifican la citada concesión 
directa, dada la necesidad de facilitar el sostenimiento económico y financiero de 
la actividad de las explotaciones ganaderas afectadas, para mantener su 
actividad productiva, y evitar abandonos de la misma, con el consiguiente alto 
riesgo, asimismo, de despoblamiento, y facilitando, por el contrario, la fijación de 
la población en el medio rural, y el mantenimiento de los puestos de trabajo 
correspondientes. 

 
2. Estas subvenciones serán objeto de publicidad en la Base de Datos 

Nacional de Subvenciones, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 
130/2019, de 8 de marzo, por el que se regula la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas, y 
en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno. 
 
Artículo 8. Convocatoria, instrucción, resolución y pago. 

 
1. Corresponde a las comunidades autónomas la convocatoria, 

tramitación, resolución, control y pago de las subvenciones. Los órganos 
competentes de la comunidad autónoma instruirán el procedimiento, resolverán 
motivadamente y notificarán o publicarán en el Diario o Boletín Oficial 
correspondiente, en el plazo que al efecto se establezca en la convocatoria, que, 
en ningún caso, podrá ser superior a seis meses desde la publicación del 



 

extracto de la correspondiente convocatoria de ayudas, salvo que la misma 
posponga sus efectos a una fecha posterior conforme al artículo 25.4 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre. Si no se ha dictado y notificado, o publicado en el 
Diario o Boletín Oficial correspondiente, resolución expresa en dicho plazo de 
seis meses, los interesados podrán entender desestimada su solicitud conforme 
al artículo 25.5 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
 

Asimismo, corresponderá a dichos órganos el pago de la subvención, una 
vez finalizada la actividad subvencionada, previa justificación de las actividades 
realizadas y tras efectuar los controles administrativos o sobre el terreno que 
sean precisos. En todo caso, los costes subvencionables serán avalados por 
pruebas documentales claras, específicas y actualizadas.  

 
 3. De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.k) y 34.4 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, podrán concederse anticipos de pago de las 
ayudas de hasta el 75 por ciento de la cantidad concedida, sin justificación 
previa, tras la firma de la resolución de la concesión, y previa petición por parte 
del interesado. La cantidad restante se abonará una vez finalizada la actividad 
subvencionada, previa justificación de la realización de la actividad para la que 
fue concedida, y tras efectuar los controles administrativos o sobre el terreno que 
sean precisos. 

 
Asimismo, podrán realizarse abonos a cuenta, de acuerdo con el artículo 

34.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.  
 
 4. En las convocatorias y en las resoluciones de concesión de la 
subvención se tendrán en cuenta las disponibilidades presupuestarias y se hará 
constar expresamente que los fondos proceden de los Presupuestos Generales 
del Estado, o, en su caso, el porcentaje correspondiente. En cualesquiera 
modelos, tanto en soporte papel como electrónico, en todo instrumento de 
comunicación con el interesado, en la resolución de concesión y, en su caso, de 
pago, así como en cualesquiera soportes o medios de difusión deberá indicarse 
el origen de la financiación, especificando la cantidad procedente de los fondos 
estatales. En todo caso, se empleará el logo GOBIERNO DE ESPAÑA-
MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN junto con el de la 
comunidad autónoma y, en su caso, el de la Unión Europea, conforme al modelo 
que se establezca. 
 
Artículo 9. Distribución territorial de las subvenciones. 

 
 1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, transferirá a las 
comunidades autónomas, salvo a la Comunidad Autónoma del País Vasco y a la 
Comunidad Foral de Navarra dado su régimen específico de financiación, las 
cantidades correspondientes para atender al pago de las subvenciones 
reguladas en este real decreto, de acuerdo con las disponibilidades 
presupuestarias y conforme a lo establecido en el artículo 86 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

 
Una vez formalizados por el Consejo de Ministros los criterios objetivos de 

distribución, así como la distribución resultante, con carácter previo al 



 

compromiso, habrá de suscribirse o aprobarse el correspondiente instrumento 
jurídico que, previa fiscalización favorable por parte de la Intervención Delegada 
que resulte competente, implicará la aprobación y el compromiso de gasto 
correspondiente, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el apartado 
tercero, puntos 1 y 2, del Acuerdo de Consejo de Ministros de 22 de febrero de 
2013 por el que se aprueban las instrucciones para la aplicación del artículo 86 
de la Ley General Presupuestaria. 

 
2. Para cada ejercicio se establecerá, de acuerdo con las disponibilidades 

presupuestarias y teniendo en cuenta, en su caso, los remanentes de los fondos 
resultantes al finalizar cada ejercicio presupuestario que se encuentren en poder 
de las comunidades autónomas, la cantidad máxima correspondiente a cada 
comunidad autónoma. 

 
3. Los remanentes de fondos resultantes en el último ejercicio presupuestario 

en que vaya a concederse la subvención, que se encuentren en poder de las 
comunidades autónomas, se destinarán a hacer efectivas las obligaciones 
pendientes de pago y el sobrante que no estuviese comprometido se reintegrará 
al Estado. 

 
4. Las presentes subvenciones se financiarán con cargo a la aplicación 

presupuestaria 21.06.412D.752.04 de los vigentes Presupuestos Generales del 
Estado, o con cargo a dicha aplicación o la que pueda sustituirla en los ejercicios 
presupuestarios siguientes. 

 
Artículo 10. Compatibilidad y acumulación de las subvenciones. 

 
1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 26.15 del Reglamento (UE) 

2022/2472 de la Comisión, de 14 de diciembre de 2022, el importe de las 
subvenciones reguladas en este real decreto, en ningún caso podrá superar, 
aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones o ayudas de otras 
Administraciones públicas o entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales, destinadas al mismo fin, o con el procedente de regímenes de 
aseguramiento que cubran el mismo objeto y finalidad que el de las presentes 
subvenciones, el coste de la repoblación. 

 
2. Las subvenciones previstas en este real decreto serán compatibles con 

cualesquiera otras que, para la misma finalidad y objeto, pudieran establecer 
otras Administraciones públicas u otros entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales. El beneficiario estará obligado a comunicar a la Administración 
el importe total de las demás subvenciones recibidas, para asegurar que en su 
conjunto no superen el coste de la actividad subvencionada, lo que en su caso 
determinará la modificación de la resolución de concesión. El incumplimiento de 
esta obligación determinará el reintegro de la subvención, de acuerdo con lo 
previsto en las letras e) y g) del artículo 37.1 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, sin perjuicio de las sanciones que pudieran concurrir. 
 
Artículo 11. Deber de información. 

 



 

Las comunidades autónomas remitirán anualmente al Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, antes del 1 de marzo de cada ejercicio, los 
datos relativos a las subvenciones concedidas el año anterior. 

 
Artículo 12. Justificación del cumplimiento. 

 
 La justificación del cumplimiento por los beneficiarios de las subvenciones 
de la finalidad para la que fueron concedidas y la aplicación de los fondos 
percibidos, se realizará con la presentación de la factura, contrato de compra o 
de arrendamiento con opción de compra de los animales, o contrato de idéntico 
efecto jurídico y justificante de su abono, si no se ha presentado junto con la 
solicitud. 
 
Artículo 13. Modificación de la resolución. 

 
Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la 

subvención podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión. 
 

Artículo 14. Incumplimiento y reintegro. 
 
1. El incumplimiento de los requisitos exigidos para la concesión de la 

subvención, con independencia de otras responsabilidades en que hubiera 
podido incurrir el beneficiario, dará lugar a la pérdida del derecho a la subvención 
concedida, con la obligación de reembolsar las cantidades en su caso, 
percibidas, incrementadas con los intereses de demora legales. 

 
En caso de incumplimientos parciales, la autoridad competente graduará el 

mismo y su repercusión en la pérdida parcial de la subvención concedida y en la 
obligación de reembolso parcial de las cantidades abonadas más los intereses 
de demora.  

 
2. Asimismo, procederá el reintegro de las cantidades percibidas, así como 

la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención, 
en los demás supuestos previstos en el artículo 37.1 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre. 

 
Disposición final primera. Título competencial. 

 
El presente real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

 
Disposición final segunda. Facultad de modificación. 

 
Se faculta a la persona titular del Ministerio de Agricultura, Pesca y 

Alimentación, para modificar el período máximo en que las comunidades 
autónomas pueden establecer los plazos de presentación de las solicitudes a 
que se refiere el artículo 5.3. 

 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 



 

 
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 

en el «Boletín Oficial del Estado». 
 


